[bookmark: _GoBack]RESPUESTA DEL GOBIERNO DE ESPAÑA AL CUESTIONARIO DE LA RELATORA ESPECIAL PARA EL DERECHO HUMANO AL AGUA POTABLE Y AL SANEAMIENTO SOBRE CUESTIONES DE SOSTENIBILIDAD Y NO REGRESIVIDAD, DE CARA A LA ELABORACIÓN DE SU INFORME ANUAL PARA EL AÑO 2013.

1. ¿Qué medidas legislativas o de política pública se han adoptado en respuesta a la crisis económica o financiera, que hayan tenido un impacto directo o indirecto en el sector de agua y saneamiento?
El Gobierno ha aprobado diversas leyes de medidas para paliar la crisis económica, bien para fortalecer el crecimiento y la creación de empleo, bien en materia presupuestaria, tributaria y financiera para la corrección del déficit público, o bien medidas tributarias para la consolidación de las finanzas públicas y el impulso de la actividad económica, la competitividad y estabilidad presupuestaria, y también medidas fiscales para la sostenibilidad energética. Si bien, estas medidas no han tenido un impacto directo o indirecto en el sector del agua y saneamiento.
En el sector del medio ambiente, se aprobó una ley de reforma de medidas urgentes en diciembre de 2012 (Ley 11/2012, de 19 de diciembre), que afecta a diversas materias relacionadas con el agua, tales como la regulación de las masas de agua subterránea, medidas de prevención en situación de sequía, refuerzo de la potestad sancionadora en materia de agua, etc… Pero el fundamento para aprobar esta Ley no ha sido responder a la situación de crisis financiera, sino mejorar la gestión del agua.
En el ámbito de la salud pública, el control sanitario del agua de consumo humano es un objetivo prioritario para España. Las Directivas europeas y la legislación nacional están destinadas a garantizar que el agua de consumo sea salubre y limpia, eliminando o reduciendo la concentración de contaminantes microbiológicos y físico-químicos que puedan afectar a la salud humana. 
La población española tiene un acceso al agua potable y al saneamiento del 100% en zonas urbanas y del 99,99% en el medio rural. Cabe señalar en este sentido que en la periferia de las zonas urbanas pueden producirse asentamientos marginales a los que es necesario facilitarles un acceso temporal al agua potable. Cuestión que se resuelve por los municipios ya que es una medida que habitualmente entra dentro de las competencias municipales. 
2. En el supuesto de que se han llevado a cabo recortes en los presupuestos, ¿qué recortes han afectado más al sector de agua y saneamiento –tanto a nivel nacional como local? ¿Se han reducido las inversiones en infraestructura? ¿Se han reducido los programas de subvenciones? ¿Qué otras medidas presupuestarias, monetarias y fiscales adoptadas han tenido un impacto directo o indirecto en el sector de agua y saneamiento?
Los recortes presupuestarios han afectado a la política del agua del Gobierno. En concreto, el presupuesto total de la Dirección General del Agua del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente se ha reducido desde el año 2009, como consecuencia de la situación de crisis económica que atraviesa el país, en un 83%, pasando de 2.485 millones de €  en 2009 a 413 millones en 2013.
Ello ha hecho necesario acometer un plan de ajuste elaborado para el presente ejercicio presupuestario (2013) y los ejercicios siguientes, para hacer frente a los compromisos existentes y desistir de licitaciones de contratos que estaba previsto ejecutar.
El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente ha priorizado la inversión en materia de saneamiento y depuración, además de otras actuaciones del ciclo integral del agua, licitando actuaciones en los procedimientos que se encuentran más avanzados y buscando fórmulas alternativas de financiación a través de las sociedades estatales.  
También se está trabajando con las Comunidades Autónomas y con las empresas para buscar fórmulas que permitan la entrada del capital privado en la financiación de actuaciones, para poder afrontar con ello el resto de actuaciones pendientes (colaboración público-privada).
Las Administraciones autonómica y local han sufrido recortes y procesos similares.
3. En el supuesto de que se haya producido una reducción en el gasto social (por ejemplo, en las pensiones, prestaciones de desempleo, seguridad social, salarios), ¿cómo ha afectado a la cuestión de la asequibilidad de los servicios de agua y saneamiento? ¿Se han adoptado medidas para reducir estos impactos en el acceso a agua potable para usos personales y domésticos?
En la utilización de estos servicios relacionados con la gestión de las aguas, se aplica el principio de recuperación de los costes de dichos servicios, a través de cánones y tarifas, por lo que no son gratuitos. Si bien el precio del agua en España es de los menos elevados en comparación con otros países desarrollados. 
Como ejemplo se puede mencionar que en 2010 el coste unitario del agua se situó en España en 1,51 €/m3, un 6,3% superior al del año anterior, siendo el consumo medio de los hogares se situó en 144 litros por habitante y día, un 3,3% inferior al del año anterior.  Antes bien, creemos que queda margen para el incremento de las tarifas.
Por ello, la reducción en el gasto social, en caso de que se haya podido producir con motivo de la crisis económica, no se ha vinculado a las tarifas del agua, ni guarda relación alguna con el suministro y gestión de los servicios del agua.  El precio del agua está vinculado a su utilización y a la amortización y explotación de las infraestructuras.
4. En el supuesto de que haya habido cambios en la gestión de los servicios públicos, ¿se han abierto los activos de servicios públicos de agua y/o alcantarillado y/o la operación y gestión de los servicios de agua y saneamiento a la participación del sector privado? ¿Ha habido cambios en el sistema de tarifas o en el modo en que las desconexiones se llevan a cabo como resultado de otras medidas? Por favor, detalle las respuestas. 
Los servicios de suministro de agua, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales son de competencia pública municipal en España, y pueden prestarse por gestión directa, a través de la propia entidad local, un organismo autónomo local, una empresa pública empresarial local o sociedad mercantil local, o bien mediante gestión indirecta, contratando a empresas privadas.  También la concesión de esta competencia municipal se puede otorgar a empresas mixtas (público-privadas).
[bookmark: laempresapublica]En 2003, la gestión integral de estas competencias municipales lo representaba un 42% el sector privado, y un 58% el sector público. Sin embargo, se puede afirmar que no ha habido cambios en la gestión (de pública a privada o viceversa) de los servicios del agua en España como consecuencia de la crisis financiera y económica.
En cuanto al sistema tarifario, en la reciente reforma de la Ley de Aguas, aprobada por la Ley 11/2012, de 19 de diciembre, de medidas urgentes en materia de medio ambiente, se ha reforzado la obligación relativa a la recuperación de costes de los servicios relacionados con la gestión del agua. No obstante, esta reforma se fundamenta en la obligación de cumplir con la normativa de la Unión Europea, más que como una medida en respuesta a la crisis financiera.
En concreto, la nueva redacción de la Ley de Aguas establece que las Administraciones Públicas, en virtud del principio de recuperación de costes (…) “establecerán los oportunos mecanismos para repercutir los costes de los servicios relacionados con la gestión del agua, incluyendo los costes ambientales y del recurso, en los diferentes usuarios finales.”
5. Si procede, ¿se ha tomado alguna de las medidas anteriormente mencionadas como condición contenida en un acuerdo de rescate o restructuración de la deuda con instituciones regionales o internacionales, tales como el Fondo Monetario Internacional, el Banco Central, la Unión Europea, el Banco Central Europeo o bancos regionales de desarrollo?
El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente suscribió un contrato de préstamo entre el Banco Europeo de Inversiones (BEI) y la Sociedad Estatal Aguas de las Cuencas Mediterráneas (Acuamed), por un importe máximo de 500 millones de euros, que se abona en dos tramos: uno inicial de 350 millones y otro de hasta 150 millones a firmar en 2013, para cumplir con los objetivos y compromisos asumidos por España en materia de conducción, saneamiento, reutilización, depuración, desalación e irrigación de aguas.
El programa de actuaciones que financiará el crédito incluye la ejecución de grandes obras de infraestructura y trabajos de mantenimiento y conservación en los sectores de abastecimiento de agua, saneamiento, prevención de inundaciones y protección ambiental. 
El objeto del contrato de préstamo supone en sí la propia condición para su otorgamiento.
Monitoreo del cumplimiento de los derechos humanos:
6. ¿Se ha evaluado el impacto en los derechos humanos por las medidas adoptadas en respuesta a la crisis financiera y económica? ¿De qué manera dichas medidas impactan en el disfrute de los derechos humanos al agua y el saneamiento?
Por parte del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente no se han adoptado medidas específicas en respuesta a la crisis financiera y económica, por lo que, en consecuencia, tampoco se ha considerado pertinente realizar una evaluación del impacto de medidas adoptadas en contra de la crisis en relación con los derechos humanos.
Por su parte, el Defensor del Pueblo viene recibiendo quejas expresivas del impacto en el ejercicio de los derechos humanos de carácter prestacional, por algunas medidas adoptadas en respuesta a la crisis financiera y económica, principalmente en el ámbito de la economía familiar, servicios sociales, sanidad, educación y urbanismo y vivienda, si bien ello no permite realizar una evaluación de carácter general. 
El Defensor del Pueblo investiga los casos que le formulan los ciudadanos o los que de oficio cree oportuno y dirige propuestas (advertencias, recomendaciones, sugerencias o recordatorios de deberes legales) a las administraciones públicas concernidas, para que el impacto en cada caso concreto se reduzca o subsane. 
Las actuaciones desarrolladas por esta Institución figuran recogidas en los informes que anualmente presenta a las Cortes Generales, cuyo contenido está disponible para cualquier interesado en su web (www.defensordelpueblo.es)
Algunas medidas adoptadas en respuesta a la crisis financiera y económica impactan en el disfrute de los derechos humanos al agua y al saneamiento, sobre todo por las dificultades derivadas de la construcción, mantenimiento, conservación o mejora de las infraestructuras de recursos hídricos. Posiblemente el impacto más importante es el de las urbanizaciones no concluidas totalmente, porque sus promotores han desaparecido o quebrado, y las obras han quedado interrumpidas, o se han ejecutado deficientemente y han de ser completadas o reparadas antes de la teórica vida útil de las instalaciones. También pueden señalarse ciertas reclamaciones, en relación con la gestión y el incremento del precio del agua potable para suministro. 
7. ¿Se ha evaluado la manera en que dichas medidas tienen un impacto específico en las personas y grupos más marginados? ¿Qué datos o evidencia están disponibles sobre el impacto en grupos específicos? ¿Qué garantías existen para asegurar el disfrute de los derechos humanos al agua y el saneamiento, en particular, para los grupos más desaventajados y marginados?
Si bien el Defensor del Pueblo no ha realizado una evaluación específica y general del impacto en las personas y grupos marginados, en las investigaciones desarrolladas se detecta que esos casos se presentan y las propuestas a las administraciones públicas se fundamentan en el impacto específico en cada caso concreto.  No obstante, organizaciones de carácter asistencial como Cruz Roja Española o Caritas vienen elaborando análisis e informes sobre tal cuestión. 
Los datos o evidencias disponibles sobre el impacto en grupos específicos y particularmente en los colectivos de personas marginadas o en situación de exclusión social, que figuran en las distintas investigaciones, en curso o concluidas, están recogidos en los informes anuales del Defensor de Pueblo o en los de carácter específico, como es el caso de la monografía sobre Crisis económica y deudores hipotecarios: actuaciones y propuestas del Defensor del Pueblo, publicada el pasado año 2012. En estos momentos esta Institución está elaborando una monografía sobre Viviendas de Protección Pública Vacías, que será presentada, una vez esté concluida, a las Cortes Generales, que se enmarca en el campo de la atención a colectivos desfavorecidos a consecuencia de la crisis económica. 
Las garantías de disfrute del agua y del saneamiento para los grupos desfavorecidos se regulan en el ámbito autonómico. Existen diferentes medios para tratar de resolver las difíciles situaciones creadas por cortes de suministro. Así, es frecuente la negociación con los afectados con el fin de proceder al retraso de los pagos. También se han adoptado tarifas sociales que suponen una reducción drástica del primer bloque de consumo, bien de manera indefinida o por plazos determinados. La Comunidad de Madrid, a modo de ejemplo, en las órdenes relativas al establecimiento de tarifas establece que “podrán obtener la bonificación del importe total de la parte variable de los servicios de abastecimiento y saneamiento, prestados por Canal de Isabel II Gestión, Sociedad Anónima, del consumo realizado hasta 25 metros cúbicos al bimestre (equivalente a un consumo medio diario de hasta 417 litros), aquellos titulares de contratos que acrediten no poder hacer frente al pago de dichos importes, mediante certificación por escrito emitida por su asistente social y aprobación de la Consejería competente por razón de la materia. Dicha certificación deberá ser entregada en los servicios de Canal de Isabel II Gestión, Sociedad Anónima y se aplicará en la siguiente factura que se emita a partir de dicha presentación. Esta bonificación se disfrutará durante el período de tiempo en que el titular del contrato permanezca en dicha situación”. 
8. ¿Cuáles han sido las justificaciones para la adopción de medidas con motivo de la crisis financiera y económica que podrían haber tenido un impacto en la realización de los derechos humanos al agua y al saneamiento? ¿Qué otras alternativas han sido consideradas ante la adopción de estas medidas?
En cuanto a la justificación de las medidas adoptadas por el Gobierno en materia presupuestaria, tributaria y financiera para la corrección del déficit público, se ha centrado en la “reducción del desequilibrio presupuestario” y “para garantizar que el sector público español inicie una senda de reequilibrio que aporte credibilidad a la evolución futura de la deuda y déficit públicos”. 
Política de planificación hidrológica y planificación económica:
El Tribunal Constitucional ha considerado en la Sentencia 227/88 (FJ 20.B) que  “el agua constituye un recurso de vital importancia, imprescindible además para la realización de múltiples actividades económicas. Por esta razón, la ordenación de los recursos hidráulicos, donde quiera que se hallen, no puede sustraerse a las competencias que el Estado ha de ejercer para establecer las bases y la coordinación de la planificación general de la actividad económica, en virtud de lo dispuesto en el art. 149.1.13ª de la Constitución Esta competencia no atrae hacia el Estado toda la actividad planificadora, sino sólo la de fijación de las bases y la de coordinación de la planificación que recaiga sobre objetos o ámbitos ajenos a la competencia estatal, en cuanto que afecte de manera directa a la ordenación de la actividad económica (...) la competencia del Estado en materia de planificación hidrológica (...) no menoscaba las que, según sus Estatutos, son propias de las Comunidades Autónomas para elaborar y revisar los planes hidrológicos de cuencas intracomunitarias (...) Conforme al mandato del art. 38.6, estas competencias autonómicas deben ejercerse (...) con sujeción a la aprobación final de los planes por el Gobierno (art. 38.6). Pero tales determinaciones legales no suponen en si mismas una ilegitima sustracción a las Comunidades Autónomas de toda competencia sobre la planificación hidrológica (...) En lo que atañe a la planificación hidrológica, los recurrentes centran especialmente su atención en el art. 38.6, que atribuye al Gobierno la facultad de aprobar los planes elaborados o revisados por las Comunidades Autónomas. Si esta facultad hubiera de considerarse como un simple mecanismo de control de la actividad planificadora de las Comunidades Autónomas con competencia para ello, el citado art. 38.6 debería ser declarado inconstitucional, por infracción de lo dispuesto en el art. 153 de la Constitución. Pero no es esa la conclusión a la que debe llegarse en este caso, y ello porque la aprobación exigida por el precepto legal impugnado no configura un supuesto de control sobre el ejercicio de una competencia propia y exclusiva de las Comunidades Autónomas. Los planes hidrológicos de cuenca, cuyo contenido regula el art. 40 y que tienen carácter vinculante según el art. 38.3, comprenden una serie de disposiciones relativas a la protección y aprovechamiento de los recursos hidráulicos (prioridad y compatibilidad de usos, medio ambiente, ordenación del territorio, agricultura y montes, infraestructura, aprovechamientos energéticos, protección civil, etc.), que inciden en la actividad de diferentes administraciones públicas ‑la de las Comunidades Autónomas, en primer lugar, pero también las del Estado y otros entes territoriales e institucionales‑, siendo patente tanto su directa relación con la ordenación general de la actividad económica como la obligación de respetarlas que a todas ellas incumbe (...) Con arreglo a lo dispuesto en el art. 149.1.13ª de la Constitución en materia de planificación de la actividad económica, la coordinación es competencia del Estado, lo que permite entender, siguiendo la doctrina sentada en la STC 144/1985, de 25 de octubre, que en este caso el acto de aprobación que contempla el art. 38.6 de la Ley de Aguas es materialmente una actividad de coordinación, ya que a través del mismo se integran en un solo sistema ordenado las acciones emprendidas por diversas entidades u órganos, de suerte que es la determinación definitiva y unitaria del plan lo que posibilita la acción homogénea de todos ellos en relación con un mismo recurso. Por lo demás, no es dudoso que la regulación del precepto impugnado no trata de suplantar la voluntad planificadora de la Comunidad Autónoma por la del Estado, sino que pretende solo integrar aquella en el conjunto superior de la política hidráulica general, evitando las disfunciones que pudieran producirse. En definitiva, la coordinación de actividades que implica la planificación hidrológica de cuenca se realiza, según la Ley, mediante un doble mecanismo: la integración de voluntades y actividades afectadas en el procedimiento de elaboración del plan, que corresponde llevar a cabo a las Comunidades Autónomas competentes en relación con las cuencas intracomunitarias, y un acto final de aprobación por el Gobierno mediante el cual se coordina la decisión de aquellas con las peculiares exigencias de la política hidráulica, a las que antes se ha hecho referencia. Por todo ello, el art. 38.6 de la Ley de Aguas no puede reputarse inconstitucional”.
En las actuaciones que atañen a la defensa del derecho al agua y al saneamiento se respetarán en todo caso las competencias que sobre agua ejerce el Estado y que tiene atribuidas por la Constitución ex art.149.1.13ª, cuyas líneas se han expuesto.
Servicios de titularidad pública municipal:
La vigente Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (en adelante LBRL) determina en su art. 25.2 l) que los municipios ejercerán, en todo caso, competencias en los términos que determine la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas,  en materia de suministro de agua, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales. De manera que el servicio de distribución de agua hasta las acometidas de los domicilios particulares se configura en la legislación de régimen local como un servicio público de titularidad municipal, al igual que el alcantarillado y tratamiento de las aguas residuales. Si bien deben ajustarse a lo que se establezca al respecto en la legislación de Aguas de las Comunidades Autónomas.
Pero además como se trata de  servicios vitales para la comunidad la Ley de Bases los ha incluido en su art. 26.1. a): “abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado…” como servicios públicos  mínimos obligatorios que tienen que prestarse necesariamente  en todos los municipios cualquiera que sea su población.
Son, por tanto, servicios de titularidad pública municipal con independencia del sistema de gestión que se utilice para su prestación, es decir, ya sea por gestión directa por el propio ayuntamiento o a través de cualquiera de los sistemas de gestión indirecta previstos en la legislación. Además pueden prestarlos individualmente o bien  asociándose con otros municipios.
En el caso de  los municipios con menor capacidad económica y de gestión pueden acudir o solicitar la asistencia y cooperación técnica, jurídica y económica de las Diputaciones Provinciales, conforme a lo establecido en el art. 36.1.b) de la LBRL, una de cuyas finalidades es precisamente garantizar la prestación de los servicios municipales obligatorios en todo el territorio provincial.
La prestación del servicio de suministro de agua y alcantarillado está sujeta a la potestad tarifaria. Es decir, que a los Ayuntamientos les compete la aprobación de las tarifas o tasas por la prestación de ambos servicios dentro de los límites fijados por la legislación y previa autorización de la respectiva Comisión de Precios de la Comunidad Autónoma correspondiente.
Esta misma configuración del abastecimiento de agua a domicilio y del alcantarillado como de la competencia municipal y servicio público mínimo obligatorio a prestar en todos los municipios  se mantiene en el anteproyecto de Ley de Reforma de la Ley de Bases de Régimen Local en el que está trabajando actualmente el Gobierno, con el objetivo, entre otros, de conseguir una clarificación de las competencias locales y evitar duplicidades entre las distintas Administraciones Públicas en la prestación de los servicios públicos.
Tasas:
En el ámbito estatal, existen una serie de tasas, que históricamente se vienen denominando cánones, cuyo objeto es el cumplimiento de las finalidades de ofrecer a todas las personas en España agua potable y saneamiento de las aguas.
En efecto, el texto refundido de la Ley de aguas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, en sus artículos 112 y siguientes regula cuatro exacciones distintas vinculadas al agua: el canon de utilización de bienes de dominio público, el canon de vertido que grava los vertidos al dominio público hidráulico, el canon de regulación que grava el beneficio particular obtenido por obras de regulación hechas por el Estado y la tarifa de utilización del agua que grava los beneficios particulares obtenidos por obras del Estado distintas de las de regulación.
A los cánones anteriores se ha añadido, por la Ley 15/2012, de 27 de diciembre, de medidas fiscales para la sostenibilidad energética (BOE de 28 de diciembre), como otro instrumento fiscal más para la protección de las aguas continentales españolas con la finalidad de salvaguardar este recurso, por la utilización o aprovechamiento de las aguas continentales para su explotación hidroeléctrica.
Mediante los citados cánones estatales, a los que se unen los tributos autonómicos y demás exacciones sobre el agua por parte de las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales, puede afirmarse que la situación del agua en España está regulada en el ámbito fiscal de acuerdo con las finalidades establecidas por la normativa comunitaria, cumpliéndose con lo preceptuado por la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2000 , por la que se establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de aguas, conforme a la cual "Los Estados miembros tendrán en cuenta el principio de la recuperación de los costes de los servicios relacionados con el agua, incluidos los costes medioambientales y los relativos a los recursos, a la vista del análisis económico efectuado con arreglo al anexo III, y en particular de conformidad con el principio de quien contamina paga” (art. 9.1), con la finalidad de mantener en el futuro el acceso a este recurso por parte de todas las personas.
9. ¿Qué mecanismos existen para asegurar que el máximo de los recursos disponibles se utilicen para la protección de los derechos humanos en tiempos de crisis económica o financiera?
Expuesto anteriormente el sistema institucional que garantiza a todos, los servicios públicos de  suministro de agua a domicilio, y  alcantarillado, además en la legislación de régimen local se refuerza esta garantía en la medida en que se  configura como un derecho de los vecinos, en su art. 18 g) el poder exigir  la prestación, y en su caso, el establecimiento  del correspondiente servicio público cuando son de  competencia municipal de carácter obligatorio, como es el caso del suministro de agua y alcantarillado según se ha indicado ya en la pregunta anterior.
Por otro lado, en diversas normas vigentes se contemplan medidas y determinados mecanismos para este fin, como por ejemplo en materia de pensiones y su revisión anual, si bien el problema se deriva, fundamentalmente, de la limitación de los recursos económicos disponibles por las políticas restrictivas de gasto aplicadas en los últimos años. 
10. ¿De qué manera se ha garantizado la participación ciudadana en los procesos de toma de decisiones en relación con las medidas adoptadas en respuesta a la crisis económica y financiera?
Con carácter general, las diferentes leyes autonómicas reguladoras del Agua, suelen incluir la creación  de órganos de participación de las distintas entidades públicas y privadas con competencias e intereses vinculados al agua, en los que están representados también los ciudadanos a través de la representación que en los mismos ostentan las asociaciones y organización de consumidores y usuarios. 
En cuanto a la determinación de las tarifas, normalmente en las Comisiones o Juntas de Precios de las Comunidades Autónomas participan representantes de las organizaciones de consumidores. Igualmente en la tramitación de la aprobación de las tarifas se ha de observar el trámite de audiencia con respecto a los usuarios concretos afectados por las tarifas, ya que ostentan la posición de interesados en el procedimiento, y se encuentran legitimados para impugnar ante los tribunales las decisiones que se produzcan.
Además, la normativa española en general y, en concreto, la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente, por la que se incorpora al derecho español las Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, la primera sobre el acceso del público a la información ambiental y la segunda, por la que se establecen medidas para la participación del público en determinados planes y programas relacionados con el medio ambiente, garantizan la participación pública.
Con carácter general, es en el ámbito parlamentario donde reside la representación política de la ciudadanía, expresada en las elecciones generales. Por otro lado, el ordenamiento jurídico español tiene establecidas algunas fórmulas y procedimientos que permiten una cierta participación social. 
No obstante, la dureza de la crisis económica y las medidas de ajuste aplicadas, muchas veces impuestas en función de acuerdos adoptados en el seno de la Unión Europea, entre otros ámbitos supranacionales, dificulta o impide la participación de la ciudadanía en su adopción y posterior ejecución. 
Sostenibilidad: la realización de los derechos al agua y el saneamiento requiere una perspectiva a largo plazo con miras a garantizar el goce de estos derechos para las generaciones presentes y futuras, así como el uso adecuado de los recursos disponibles en el transcurso del tiempo. El impacto de algunas medidas tomadas en tiempos de crisis económica y financiera puede estar relacionado con la sostenibilidad de los servicios, infraestructuras o inversiones en general. 
Con carácter previo es de señalar que el Defensor del Pueblo intervino en la Consulta con los reguladores y las instituciones nacionales, en relación con las Buenas Prácticas en Agua, Saneamiento y Derechos Humanos, (Ginebra 14-15 marzo 2011), en el que propuso incluir en los contratos, públicos o privados, de prestación de servicios de abastecimiento de agua potable y saneamiento, una cláusula de reconocimiento del derecho humano al agua. 
Asimismo, en el año 2010 esta Institución publicó un Informe Monográfico sobre Agua y Ordenación del territorio, donde se abordaban, entre otras cuestiones, el abastecimiento de poblaciones y los desarrollos urbanísticos, el planeamiento hidrológico, la contaminación de las aguas, las obras hidráulicas y los derechos fundamentales afectados, junto con las obligaciones de la administración. Dicho informe se encuentra accesible en la web institucional. 
Por último, esta Institución tiene constancia de algunos supuestos en los que determinadas decisiones en reacción a la crisis han afectado a la sostenibilidad de servicios e infraestructuras relacionadas con el abastecimiento o depuración de agua, fundamentalmente por carencia de los recursos económicos necesarios. 
11. ¿Qué medidas y mecanismos existen para asegurar la sostenibilidad en la realización de los derechos humanos al agua y al saneamiento? ¿De qué manera se mantiene el equilibrio entre el mantenimiento del acceso actual y al mismo tiempo la ampliación de los servicios a comunidades marginadas, con el objetivo de conseguir el acceso universal?
El objetivo de la política hidráulica española consiste en garantizar el suministro de agua en calidad y cantidad suficiente, de una manera integral y solidaria en todo el territorio nacional.
Con más de 8500 municipios en el territorio español, no hay ninguna carencia significativa en el abastecimiento. Por otro lado, la calidad sanitaria del agua suministrada está garantizada y controlada por la autoridad sanitaria, y en la calidad del servicio nos encontramos niveles similares o superiores a los países líderes en el mundo en desarrollo socio-económico.
En depuración de aguas residuales se ha alcanzado el 80% de la depuración requerida por la legislación vigente y el 20% que falta está previsto en el Plan Nacional de Calidad de las Aguas.
El gráfico siguiente muestra, a fecha de enero de 2009, la situación en España sobre la evolución en materia de cumplimiento con los Planes Nacionales de Saneamiento (Plan Nacional de Calidad de las Aguas 2007-2015 y Plan Nacional de Saneamiento y Depuración 1995-2005).
[image: ]
Por su parte, el Gobierno actual tiene previsto proponer un nuevo Plan Hidrológico Nacional, que tendrá en cuenta todas las infraestructuras existentes y propondrá la construcción de otras nuevas para asegurar, en conjunto, la suficiente gestión del recurso, el aumento de caudales en zonas con déficit hídrico y el abastecimiento a preciso razonables para cada uso.  Son prioritarias las inversiones destinadas al abastecimiento y regulación de caudales, así como la depuración y el saneamiento de las aguas residuales.
En relación con la pregunta referente al equilibrio existente entre mantenimiento del acceso actual de los servicios de agua y saneamiento, y al mismo tiempo la ampliación de estos servicios a comunidades marginadas, con el objetivo de conseguir el acceso universal, debe decirse que el criterio de aplicación para el suministro de los servicios del agua, en concreto de los servicios de saneamiento urbano, es el del tamaño de la población (aglomeración urbana, en función de los habitantes equivalentes), bien se encuentre en áreas denominadas “zonas normales” o bien en “zonas sensibles” (en estas últimas, las masas de agua deben someterse a tratamientos más rigurosos). Por tanto, el servicio de saneamiento se provee indistintamente del sector social de la población. En materia de abastecimiento el criterio de aplicación es similar.  
En cualquier caso, se trata de objetivos y requisitos establecidos en la normativa de la Unión Europea, que es de obligado cumplimiento para España.
12. ¿Qué mecanismos existen para asegurar que la infraestructura de agua y saneamiento (tanto en red como “in situ”) opera y mantiene los servicios adecuadamente? ¿Qué mecanismos existen para obtener las inversiones de capital necesarias y sustituir la infraestructura obsoleta? ¿Qué mecanismos existen para asegurar la capacitación y formación de recursos humanos?
La Ley de Aguas obliga a que los beneficiados por las obras de regulación de las aguas superficiales o subterráneas, financiadas total o parcialmente con cargo al Estado, satisfagan un canon de regulación destinado a compensar los costes de la inversión que soporte la Administración estatal y atender los gastos de explotación y conservación de las obras. 
Asimismo, continua la Ley de Aguas, los beneficiados por otras obras hidráulicas específicas, financiadas total o parcialmente a cargo del Estado, incluidas las de corrección del deterioro del dominio público hidráulico derivado de su utilización, deben satisfacer una exacción denominada “tarifa de utilización del agua”, por la disponibilidad o uso del agua, destinado a compensar los costes de inversión que soporte la Administración estatal y para atender a los gastos de explotación y conservación de tales obras.
A través de estas tarifas se asegura el mantenimiento de las obras hidráulicas estatales. Las Comunidades Autónomas tienen una legislación similar para las actuaciones que desarrollen en el ámbito de sus competencias.
Por otro lado, en materia de presas y embalses, el 50% de las presas españolas tiene más de 40 años de antigüedad, lo que ha servido para que una gran parte de los esfuerzos se dediquen a la conservación y rehabilitación de estas infraestructuras, manteniéndolas en unas condiciones de explotación y seguridad acordes con las exigencias modernas. De este modo, se ha aprobado normativa y diseñado diversos instrumentos en materia de seguridad de presas (por ejemplo: clasificación en función del riesgo potencial; normas de explotación de la presa; plan de emergencia de la presa; revisiones de seguridad de la presa, informes anuales de auscultación, etc.).
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